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VISITA DOMICILIARIA. LA SOLA OMISIÓN DE CITAR EN LA ORDEN RELATIVA EL ARTÍCULO 53, 
SEGUNDO PÁRRAFO, INCISO A), DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA QUE EL 
VISITADO PROPORCIONE "DE INMEDIATO" SU CONTABILIDAD, NO LA HACE ILEGAL. 

  

Atento a los requisitos que la orden de visita domiciliaria debe satisfacer, a saber: constar 
en mandamiento escrito emitido por autoridad competente, fundado y motivado, en el 
que se señale lugar y fecha de expedición y se exprese el nombre de la persona a la que 
se dirige o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así 
como el lugar o lugares que deben inspeccionarse, el objeto de la visita y el nombre de 
los visitadores, aquélla no debe suscitar duda alguna al contribuyente sobre la facultad 
de comprobación que la autoridad fiscal ha decidido ejercer, lo que inclusive debe ser 
señalado así en el citatorio que se le deje en caso de que no se encuentre al presentarse 
los visitadores en el lugar donde deba practicarse la revisión. En consecuencia, la sola 
omisión de citar en la orden de visita el artículo 53, segundo párrafo, inciso a), del Código 
Fiscal de la Federación para que el visitado proporcione "de inmediato" su contabilidad, 
no la hace ilegal, si se fundamentó en los artículos 42, fracción III y 45 del propio 
ordenamiento, que establecen la facultad de la autoridad para practicar visitas 
domiciliarias para revisar la contabilidad y la obligación del visitado para que la exhiba. 

   

 

  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 

   

Revisión fiscal 267/2010. Administrador Local Jurídico de Naucalpan. 23 de septiembre de 
2010. Unanimidad de votos. Ponente: Jacob Troncoso Ávila. Secretario: Omar Alberto 
Mejía Ceballos. 
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VALOR AGREGADO. SÓLO PUEDE SANCIONARSE A UN CONTRIBUYENTE EN TÉRMINOS DE LA 
FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, POR ASPECTOS 
VINCULADOS CON LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONAR INFORMACIÓN DE OPERACIONES 
CON SUS PROVEEDORES, ENTENDIDOS ÉSTOS COMO LOS SUJETOS QUE SUMINISTRAN A 
OTROS LAS EXISTENCIAS NECESARIAS PARA EL DESARROLLO DE SU ACTIVIDAD. 
   
 
   
Acorde con la naturaleza y objeto del impuesto al valor agregado, la relación tributaria 
derivada de esa contribución queda integrada entre el fisco federal y los sujetos 
obligados a su pago (personas físicas o morales que enajenen bienes, presten servicios 
independientes, otorguen el uso o goce temporal de bienes, importen bienes o servicios y 
los obligados a realizar la retención del impuesto); además, como terceros ajenos a dicha 
relación, pero vinculados con ella en la medida en que intervienen en el proceso 
productivo, se identifican el productor o proveedor y el consumidor final. Así, puede 
establecerse que el tercero, como persona ajena a la relación tributaria, es el género y el 
proveedor, la especie, al ser el sujeto que suministra un producto para que, a su vez, quien 
lo reciba lo transforme y/o enajene a otro. Entonces, sólo puede sancionarse a un 
contribuyente en términos de la fracción VIII del artículo 32 de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado, por aspectos vinculados con la obligación de proporcionar información de 
operaciones con sus proveedores, entendidos éstos como los sujetos que suministran a 
otros las existencias necesarias para el desarrollo de su actividad, y no como cualquier 
tercero ajeno a la relación tributaria. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Revisión fiscal 83/2011. Subadministradora de la Administración Local Jurídica de 
Naucalpan, en suplencia por ausencia del Administrador Local Jurídico de Naucalpan, 
unidad administrativa encargada de la defensa jurídica del Secretario de Hacienda y 
Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 2 de junio de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretaria: 
Adriana Yolanda Vega Marroquín. 
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SEGURO SOCIAL. EL AGUINALDO MENSUAL Y ANUAL QUE PAGA A SUS TRABAJADORES 
JUBILADOS NO ES LIBRE DE IMPUESTOS (CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO VIGENTE EN EL 
BIENIO 2007-2009). 
   
 
De la cláusula 107 del contrato colectivo de trabajo que rige las relaciones del Instituto 
Mexicano del Seguro Social con sus trabajadores, vigente en el bienio 2007-2009, se 
advierte que si bien hace referencia a que el aguinaldo se pagará libre de impuestos, 
absorbiéndolos el instituto, lo cierto es que de la citada cláusula no se desprende que en 
ese beneficio se incluya a los trabajadores jubilados, ya que existen elementos en la 
propia disposición contractual que permiten establecer que se contrae a los trabajadores 
que no tienen esa calidad, cuando habla de sueldo nominal y proporcional para fijar su 
monto en tres meses, al igual que al mencionar la prestación de servicios para determinar 
si por el tiempo de su duración, el pago debe ser total o proporcional, e igualmente al 
citar la intrascendencia de las licencias por enfermedad o maternidad, para concluir que 
éstas no inciden en el derecho a percibir el aguinaldo. En consecuencia, los trabajadores 
jubilados no gozan del beneficio de recibir su aguinaldo mensual y anual, que prevén los 
artículos 6 y 22 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones, libre de impuestos, toda vez que 
los conceptos de sueldo, prestación de servicios y licencias a que se alude en la cláusula 
contractual en comento, no conciernen ni son propios de los trabajadores jubilados, sin 
que sea óbice lo establecido en la parte final de dicha norma, al señalar que el aguinaldo 
no tendrá repercusiones de ningún género sobre las demás prestaciones que se 
consignan en el Contrato Colectivo de Trabajo a excepción del Régimen de Jubilaciones 
y Pensiones, porque de esa expresión no se deduce que la percepción será libre de 
impuestos, sino que debe entenderse en el sentido de que el aguinaldo constituye uno de 
los rubros que sí trascienden sobre las prestaciones consignadas en el citado régimen. 
   
 
  TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. 
   
Amparo directo 1306/2010. Carlota Rodríguez Aguilar. 31 de agosto de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: Guillermo Esparza Alfaro. Secretaria: Karla Medina Armendáiz. 
Amparo directo 420/2011. Laura Mora López y otros. 13 de octubre de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Luis Torres Lagunas. Secretaria: Angélica Lucio Rosales. 
Amparo directo 656/2011. Lilian Arámbula Márquez. 11 de enero de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Luis Torres Lagunas. Secretaria: Ma. Isabel Rojas Letechipia. 
Amparo directo 1042/2011. Aurora Cepeda Gutiérrez y otros. 18 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Cabello González. Secretario: Marcelino Gerardo 
Sánchez Cháirez. 
Amparo directo 1055/2011. 18 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 
Esparza Alfaro. Secretaria: Karla Medina Armendáiz. 
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REVISIÓN FISCAL. LA INOBSERVANCIA DE LA JURISPRUDENCIA SUSTENTADA POR LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O POR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO SOBRE 
CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS POR PARTE DE LA SALA FISCAL, ACTUALIZA EL SUPUESTO 
DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 63 DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA LA PROCEDENCIA 
DE AQUEL RECURSO. 
   
La citada fracción prevé un supuesto de procedencia del recurso de revisión fiscal 
determinado por las particularidades del asunto, en atención a su importancia y 
trascendencia, que se prevén como elementos propios y específicos que concurren para 
individualizarlo y distinguirlo de los demás de su especie. Los requisitos de dicho supuesto 
se actualizan ante la inobservancia, por parte del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, de la jurisprudencia sustentada por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación o por los Tribunales Colegiados de Circuito, en ejercicio de su competencia 
delegada, que se refiera a la constitucionalidad de normas -ya sea que declare su 
inconstitucionalidad o reconozca su conformidad con la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos-, pues aquélla es obligatoria para el citado Tribunal 
administrativo por mandato expreso de la propia Constitución y de la ley, con el fin de 
hacer efectivo el principio de supremacía constitucional. En este supuesto de 
procedencia debe tenerse en cuenta lo siguiente: 1) Cuando se invoque la inobservancia 
de una jurisprudencia debe verificarse que no haya sido superada, interrumpida o 
modificada y que no haya perdido su vigencia por virtud de la reforma del precepto cuya 
constitucionalidad se cuestionó, ya que no podría dar lugar a la procedencia del recurso 
la inobservancia de una jurisprudencia que ya no es obligatoria. 2) Ante la existencia de 
dos o más jurisprudencias obligatorias para el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en las que se sustenten criterios contradictorios sobre la constitucionalidad 
de una norma y no se haya emitido un criterio que las unifique, el aludido Tribunal Fiscal 
puede aplicar la que considere jurídicamente correcta. En ese supuesto, la inobservancia 
de alguna de esas jurisprudencias dará lugar a la procedencia de la revisión fiscal, toda 
vez que resultan obligatorias para el citado Tribunal administrativo. 3) Una vez que se ha 
estimado procedente el recurso, el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
puede adoptar, en el fondo, la postura que estime adecuada, cuando se alegue la 
inobservancia de una jurisprudencia sustentada por otro Tribunal Colegiado de Circuito 
sobre la constitucionalidad de una norma, ya que dicho criterio no le resulta obligatorio. 4) 
Cuando se alegue la inobservancia de una jurisprudencia de este Alto Tribunal, el Tribunal 
Colegiado de Circuito que resuelva la revisión fiscal debe acatar aquélla, porque le es 
obligatoria y, en el supuesto de que exista contradicción de criterios entre los sostenidos 
por las Salas del Máximo Tribunal que no hayan sido unificados, podrá aplicar el que 
estime jurídicamente correcto, dado que en ese supuesto ambos le resultan obligatorios. 
5) Cuando se alegue la inobservancia de una jurisprudencia en los términos apuntados, 
debe existir un principio de agravio para la autoridad, pues de lo contrario no se justificaría 
establecer la procedencia del recurso si esa inobservancia no trasciende a la validez del 
acto impugnado, como tampoco en el supuesto de que en el fondo no se hagan valer 
agravios que versen sobre ese tópico. 
   
Contradicción de tesis 224/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Octavo, Cuarto y Décimo Segundo, todos en Materia Administrativa del Primer 
Circuito. 13 de julio de 2011. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna 



 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica 
Sanabria Martínez. 
Tesis de jurisprudencia  139/2011 (9a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del dos de mayo de dos mil doce. 
Nota: En términos de la resolución de 18 de abril de 2012, pronunciada en el expediente 
de solicitud de aclaración de jurisprudencia 1/2012, que aparece en la página 549 de 
esta misma publicación, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
por mayoría de tres votos, en contra de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio 
A. Valls Hernández, aclaró el texto de la jurisprudencia 2a./J.  139/2011 (9a.), publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro II, Tomo 1, 
noviembre de 2011, página 412, para quedar en los términos aquí expuestos. 
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REGISTRO PATRONAL OTORGADO POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. SI EL 
ASENTADO EN DISTINTOS DOCUMENTOS COINCIDE EN SUS DIEZ PRIMEROS CARACTERES, 
PUEDE AFIRMARSE QUE HAY IDENTIDAD ENTRE ÉSTE Y EL OBLIGADO DE QUE SE TRATE, AUN 
CUANDO NO CONCUERDE EL ÚLTIMO. 
   
Los artículos 1, 12, 13 y 14 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de 
Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización establecen que el 
Instituto Mexicano del Seguro Social otorgará un número de registro patronal a la persona 
física o moral que tenga ese carácter, el cual utilizará en cualquier gestión que realice 
ante las unidades administrativas centrales y de operación administrativa 
desconcentrada del indicado organismo o en los lugares que éste habilite para los 
trámites materia del propio reglamento. Por otra parte, el citado instituto cuenta con un 
procedimiento propio y exclusivo para el otorgamiento del referido registro patronal, y 
para tal efecto, en el año 2009 contó con el Procedimiento para el Trámite de Alta del 
Registro Patronal  9210-003-109, el cual define que el número de registro patronal es una 
clave alfanumérica asociada a la identidad patronal y a un determinado número de 
trabajadores asegurados a su cargo y, que bajo el registro se acreditan las 
responsabilidades establecidas en la Ley del Seguro Social, además de ser la llave de 
entrada en materia de los sistemas de informática, así como para la integración y 
actualización del catálogo de patrones. Dicho registro consta de once caracteres o 
dígitos: las primeras 3 posiciones constituyen la clave alfanumérica asignada al Municipio 
en se ubique el patrón; de la 4 a la 8 es el número de serie progresivo dentro de cada 
Municipio, en un rango que inicia con el 10001 y termina en el 99999; las posiciones 9 y 10 
precisan la modalidad de aseguramiento de acuerdo a la tabla relativa y la posición 11 
corresponde al dígito verificador que impone el sistema, de acuerdo con los valores 
dados a cada una de las posiciones para validar la correcta estructura del registro. En 
esas condiciones, si el registro patronal asentado en distintos documentos expedidos por 
el Instituto Mexicano del Seguro Social coincide en sus diez primeros caracteres, puede 
afirmarse que hay identidad entre éste y el obligado de que se trate, ya que son las diez 
posiciones con mayor importancia, aun cuando no concuerde la última, que corresponde 
al dígito verificador que impone el sistema. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Revisión fiscal 387/2010. Titular de la Jefatura de los Servicios Jurídicos de la Delegación 
Regional Veracruz Sur, a nombre del Titular de la Subdelegación Coatzacoalcos, 
dependiente de dicha Delegación, ambos del Instituto Mexicano del Seguro Social. 24 de 
febrero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretaria: Amanda Jiménez Vargas. 
Nota: Por ejecutoria del 5 de octubre de 2011, la Segunda Sala declaró inexistente la 
contradicción de tesis 356/2011 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio 
contenido en esta tesis, al estimarse que los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes analizaron aspectos de valoración jurisdiccional. 
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RECURSO DE REVOCACIÓN. CUANDO EL CONTRIBUYENTE ACREDITE HABERLO INTERPUESTO 
EN TIEMPO Y FORMA, LA AUTORIDAD SUSPENDERÁ EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 
EJECUCIÓN, ATENTO AL DERECHO PREVISTO EN FAVOR DE AQUÉL EN EL ARTÍCULO 144 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
   
  
Si bien es cierto que conforme al artículo 127 del Código Fiscal de la Federación y a lo 
sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
jurisprudencia 2a./J. 18/2009, publicada en la página 451 del Tomo XXIX, marzo de 2009, 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, de rubro: 
"PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. POR REGLA GENERAL, LAS 
VIOLACIONES COMETIDAS ANTES DEL REMATE SON IMPUGNABLES MEDIANTE EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO HASTA QUE SE PUBLIQUE LA CONVOCATORIA RESPECTIVA, 
ACORDE CON EL ARTÍCULO 127, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 28 DE JUNIO DE 2006.", las violaciones cometidas en el procedimiento 
administrativo de ejecución sólo podrán impugnarse hasta que se publique la 
convocatoria de remate, también lo es que el artículo 144 del citado código prevé un 
derecho en favor del contribuyente para que la autoridad hacendaria no inicie ese 
procedimiento, cuando acredite que interpuso el recurso de revocación. En otras 
palabras, un crédito fiscal no podrá ejecutarse dentro del plazo de cuarenta y cinco días 
contados a partir de su notificación, si antes de concluir el contribuyente interpone el 
mencionado medio de impugnación en tiempo y forma, pues a partir de que lo haga, 
puede garantizar el interés fiscal dentro del plazo de cinco meses siguientes, lo que 
conlleva a que en ese lapso la autoridad suspenda el procedimiento administrativo de 
ejecución. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Revisión fiscal 82/2010. Administrador Local Jurídico de Naucalpan, unidad administrativa 
encargada de la defensa jurídica del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe 
del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 10 de junio de 
2010. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretaria: 
Amanda Jiménez Vargas. 
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RECURSO DE REVISIÓN QUE SE TRAMITA Y RESUELVE EN SEGUNDA INSTANCIA POR LAS 
SECCIONES DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 
ESTADO DE MÉXICO. NO ADMITE EL REENVÍO. 
   
De una interpretación sistemática de los artículos 201 a 203, 221, fracción II, 227, fracción I 
y 288 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, así como del 
diverso 4 del Reglamento Interior del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de dicha 
entidad, se colige que éste es un órgano autónomo e independiente y dotado de plena 
jurisdicción para emitir sus resoluciones. Así, cuando alguna Sección de su Sala Superior 
conoce del recurso de revisión, podrá confirmar la sentencia recurrida si considera que 
está ajustada a derecho; modificarla, si se decretó el sobreseimiento en el juicio de origen 
y estima que éste fue indebido o si, a su parecer, existe otro motivo que sustente el 
sobreseimiento, o bien levantarlo y entrar al estudio de fondo del asunto en plenitud de 
jurisdicción; asimismo, si considera fundada alguna omisión de analizar un argumento o 
valorar determinada prueba, también en plenitud de jurisdicción podrá, en sustitución de 
la Sala Regional, hacer el examen correspondiente. En ese contexto, es factible sostener 
que el recurso de revisión que se tramita y resuelve en segunda instancia, no admite el 
reenvío, pues la facultad que el citado artículo 227, fracción I, les confiere a las Salas 
Regionales para sustanciar y resolver el juicio contencioso administrativo y el 221, fracción 
II, a las Secciones de la Sala Superior para conocer del recurso de revisión, debe ser 
analizada en relación con el referido precepto 288, por lo que éstas, por ejemplo, al 
levantar el sobreseimiento, deben corregir las omisiones o errores cometidos en la primera 
instancia, así como resolver, incluso, en sustitución de la Sala Regional el asunto sometido 
a la jurisdicción del tribunal. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Amparo directo 37/2010. Imprentor, S.A. de C.V. 10 de junio de 2010. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jacob Troncoso Ávila. Secretaria: Laura Esther Cruz Cruz. 
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RECURSO DE REVISIÓN QUE SE TRAMITA Y RESUELVE EN SEGUNDA INSTANCIA POR LAS 
SECCIONES DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 
ESTADO DE MÉXICO. NO ADMITE EL REENVÍO. 
    
De una interpretación sistemática de los artículos 201 a 203, 221, fracción II, 227, fracción I 
y 288 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, así como del 
diverso 4 del Reglamento Interior del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de dicha 
entidad, se colige que éste es un órgano autónomo e independiente y dotado de plena 
jurisdicción para emitir sus resoluciones. Así, cuando alguna Sección de su Sala Superior 
conoce del recurso de revisión, podrá confirmar la sentencia recurrida si considera que 
está ajustada a derecho; modificarla, si se decretó el sobreseimiento en el juicio de origen 
y estima que éste fue indebido o si, a su parecer, existe otro motivo que sustente el 
sobreseimiento, o bien levantarlo y entrar al estudio de fondo del asunto en plenitud de 
jurisdicción; asimismo, si considera fundada alguna omisión de analizar un argumento o 
valorar determinada prueba, también en plenitud de jurisdicción podrá, en sustitución de 
la Sala Regional, hacer el examen correspondiente. En ese contexto, es factible sostener 
que el recurso de revisión que se tramita y resuelve en segunda instancia, no admite el 
reenvío, pues la facultad que el citado artículo 227, fracción I, les confiere a las Salas 
Regionales para sustanciar y resolver el juicio contencioso administrativo y el 221, fracción 
II, a las Secciones de la Sala Superior para conocer del recurso de revisión, debe ser 
analizada en relación con el referido precepto 288, por lo que éstas, por ejemplo, al 
levantar el sobreseimiento, deben corregir las omisiones o errores cometidos en la primera 
instancia, así como resolver, incluso, en sustitución de la Sala Regional el asunto sometido 
a la jurisdicción del tribunal. 
   
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Amparo directo 37/2010. Imprentor, S.A. de C.V. 10 de junio de 2010. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jacob Troncoso Ávila. Secretaria: Laura Esther Cruz Cruz. 
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RECLAMACIÓN. CUANDO EL PLENO DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
DEL ESTADO DE GUANAJUATO, AL RESOLVER EL RECURSO RELATIVO, MODIFICA O REVOCA 
LA SENTENCIA RECURRIDA, DEBE ESTUDIAR LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN NO 
ANALIZADOS POR EL A QUO. 
   
   
Las Salas del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato actúan 
como órganos de primera instancia al conocer de los procesos administrativos 
promovidos conforme a las diversas hipótesis del artículo 20 de la ley orgánica de ese 
órgano jurisdiccional. Por otra parte, el medio de impugnación con que cuentan las 
autoridades para inconformarse contra las sentencias de aquéllas es el recurso de 
reclamación previsto en los artículos 308 a 311 del Código de Procedimiento y Justicia 
Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, cuyo objetivo es que se 
modifiquen o revoquen por el Pleno de aquel tribunal, al cual, en términos de la fracción II 
del numeral 16 de la referida ley orgánica, corresponden su conocimiento y decisión, y 
como las normas que regulan este medio de impugnación no contemplan el reenvío, el 
Pleno asume plena jurisdicción, pues su actuación no podría limitarse a evidenciar las 
ilegalidades de la sentencia de primer grado, únicamente decretar su insubsistencia y 
obligar a un tribunal de inferior grado a resolver la controversia en su integridad, ya que al 
hacerlo, aunado a que no existe fundamento legal que soporte esa decisión, dejaría de 
atender temas que pudieron no haber sido juzgados. Consecuentemente, cuando el 
indicado tribunal Pleno, al resolver el mencionado recurso modifica o revoca la sentencia 
recurrida, al estar vinculado a administrar justicia de manera completa con fundamento 
en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe estudiar 
los conceptos de impugnación no analizados por el a quo. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL 
DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
   
Amparo directo 205/2011. Braulio Loranca Reyes. 17 de junio de 2011. Unanimidad de 
votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Erubiel Ernesto Gutiérrez Castillo. 
Amparo directo 289/2011. Miguel Ángel Navarro Zavala. 9 de septiembre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Pedro Hermida 
Pérez. 
Amparo directo 325/2011. Aquachem de México, S.A. de C.V. 9 de septiembre de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretaria: Silvia Vidal Vidal. 
Amparo directo 318/2011. Roberto Murillo Araiza. 22 de septiembre de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: Jesús de Ávila Huerta. Secretario: Rogelio Zamora Menchaca. 
Amparo directo 404/2011. 15 de diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús 
de Ávila Huerta. Secretario: Rolando Zúñiga Zúñiga. 
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PENSIÓN DE RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE SERVICIOS. SU CONCESIÓN ESTÁ SUJETA A QUE 
EL INTERESADO LLEVE A CABO EL TRÁMITE PARA SU OTORGAMIENTO, PREVISTO EN EL 
REGLAMENTO DE PRESTACIONES DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL DEL ESTADO DE 
MÉXICO Y MUNICIPIOS. 
   
   
El derecho a una pensión de retiro por edad y tiempo de servicios se determina no sólo al 
haber colmado los requisitos de procedencia correspondientes, sino que queda sujeto a 
que el trabajador lo haga valer mediante la tramitación respectiva. Así, el interesado que 
satisface los requisitos previstos en la Ley de Seguridad Social para los Servidores Públicos 
del Estado de México y Municipios, vigente hasta el 30 de junio de 2002, relativos a la 
edad, tiempo laborado y cotizaciones correspondientes a dicho periodo, únicamente 
tiene una expectativa a obtener una pensión, pues mientras no lleve a cabo el trámite 
para su otorgamiento, previsto en los artículos 66 a 69, 75 a 78 y 81 del Reglamento de 
Prestaciones del Instituto de Seguridad Social de la citada entidad y Municipios, no puede 
adquirir ese derecho. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Amparo directo 711/2010. Daniel Jaime Silva Martínez. 16 de diciembre de 2010. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: 
Erasmo Silva López. 
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NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. CUANDO SE REALIZA ASÍ PORQUE LO SOLICITÓ EL 
INTERESADO RESPECTO DE UNA RESOLUCIÓN EMITIDA EN UN PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO, ES REQUISITO ESENCIAL QUE EN EL LUGAR 
DESTINADO PARA PRACTICARLA SE FIJE COPIA DE ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO). 
   
   
Conforme al artículo 26 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de 
México, las notificaciones personales se harán en el domicilio que para el efecto se haya 
señalado en el procedimiento o proceso administrativo y en el momento de la diligencia 
se entregará al notificado o a la persona con quien se entienda, copia simple del 
documento a que se refiere la notificación. Luego, si una resolución emitida en un 
procedimiento administrativo seguido en forma de juicio es notificada por estrados, 
porque así lo solicitó el interesado ante la autoridad de que se trate, al constituir dicha 
notificación un acto formal, cuya finalidad es dar a conocer a éste un acto o resolución 
que, de considerarla contraria a sus intereses, pueda inconformarse, se concluye que es 
requisito esencial que en el lugar destinado para realizar la notificación se fije copia de la 
resolución correspondiente, pues de esta forma el interesado estará en aptitud real de 
conocer el contenido de la determinación que se le comunica y de proceder en la forma 
y los términos que considere pertinentes en defensa de sus derechos. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Amparo directo 214/2009. Juan Manuel Castillo García. 8 de febrero de 2010. Unanimidad 
de votos. Ponente: Jacob Troncoso Ávila. Secretaria: Elizabeth Valderrama López. 
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MULTAS IMPUESTAS POR NO ENTERAR CONTRIBUCIONES RETENIDAS. SU PAGO PUEDE 
AUTORIZARSE EN PARCIALIDADES. 
   
 
La prohibición contenida en el artículo 66-A, fracción VI, inciso c), del Código Fiscal de la 
Federación, de autorizar el pago en parcialidades de contribuciones retenidas, 
trasladadas o recaudadas, no resulta aplicable, por analogía, a las multas impuestas por 
no enterar contribuciones retenidas, por cuatro motivos: 1) la intención no es incumplir con 
la multa impuesta al particular en su carácter de contribuyente y no de retenedor; 2) las 
excepciones que hace el citado precepto son de interpretación restringida, lo cual 
impide aplicar diversos casos que los previstos en la norma; 3) no es congruente suponer 
que exista la misma razón para cubrir a plazos una multa como la indicada, que para 
pagar así la contribución retenida, porque no se actualiza el caso de que se pretenda 
diferir la entrega de patrimonio ajeno en el que existe el interés público de que se entere 
por el retenedor en los plazos fijados legalmente, sino que la multa será sufragada 
directamente por el contribuyente; y, 4) porque la oportunidad que el Código Fiscal de la 
Federación otorga para realizar pagos en parcialidades o diferidos, debe inclinarse por la 
interpretación más favorable al contribuyente y al propio Estado, pues tal medida fue 
diseñada para generar beneficios a ambos; esto es, que éste no deje de percibir las 
contribuciones que le corresponden y que aquél pueda saldar la multa a plazos. Por 
tanto, el pago de tales sanciones económicas puede autorizarse en parcialidades. Lo 
anterior no contraviene la tesis 2a./J.  167/2004, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, diciembre de 2004, página 425, de 
rubro: "PAGO EN PARCIALIDADES. EL ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 66 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, AL 
NO AUTORIZAR ESA FORMA DE PAGO RESPECTO DE CONTRIBUCIONES RETENIDAS, 
TRASLADADAS O RECAUDADAS.", ya que la hipótesis analizada en este criterio se refiere a 
casos en los que los montos a enterar no son cantidades que deban salir del peculio del 
contribuyente. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Revisión fiscal  105/2009. Subadministrador de la Administración Local de Recaudación de 
Toluca en ausencia del Administrador Local de Recaudación de Toluca del Servicio de 
Administración Tributaria. 14 de enero de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María 
del Carmen García González. Secretario: Carlos Alberto Bautista Medina. 
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INTERVENTOR CON CARGO A LA CAJA. NO ES REQUISITO QUE SE IDENTIFIQUE ANTE LA 
PERSONA CON QUIEN SE LLEVA A CABO LA DILIGENCIA DE REQUERIMIENTO DE PAGO Y 
EMBARGO, PARA CUMPLIR CON LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA QUE ESTABLECE EL 
ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
   
   
Si bien es cierto que el artículo 152 del Código Fiscal de la Federación establece que el 
ejecutor designado por el jefe de la oficina exactora se constituirá en el domicilio del 
deudor y deberá identificarse ante la persona con quien se practicará la diligencia de 
requerimiento de pago y embargo de bienes, con intervención de la negociación, en su 
caso, cumpliendo las formalidades que se señalan para las notificaciones personales en el 
artículo 137 del propio código y de esa diligencia se levantará acta pormenorizada, de la 
que se entregará copia a la persona con quien se entienda, también lo es que esa 
exigencia no puede extenderse al interventor con cargo a la caja, toda vez que no se 
trata de una autoridad fiscal o ejecutora ni tampoco es el encargado de llevar a cabo la 
diligencia o alguna actividad que resulte un acto de molestia o privación al particular 
distinta a la ya determinada por la autoridad fiscal, dado que su actividad se centra en 
recibir en depósito los bienes embargados por el ejecutor y, en el caso del embargo de la 
negociación, también administrarla. En consecuencia, para cumplir con la garantía de 
seguridad jurídica que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, no es requisito que el interventor con cargo a la caja, que sólo 
participa en la diligencia de requerimiento de pago y embargo como tercero, depositario 
de los bienes embargados, se identifique ante la persona con quien se lleva a cabo, sino 
que la exigencia a cumplir será que haya sido nombrado por los funcionarios facultados 
para ello (el jefe de la oficina ejecutora o, en su caso, el ejecutor), en uso de la facultad 
discrecional que les confiere el artículo 153 del Código Fiscal de la Federación y bajo su 
más estricta responsabilidad, lo cual implica que es la autoridad que lo nombra quien 
asume la obligación de responder por las acciones del interventor y la que, por 
consecuencia, debe verificar su identidad y capacidad para realizar esa función. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Amparo en revisión  124/2011. Microtunel, S.A. de C.V. 2 de junio de 2011. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jacob Troncoso Ávila. Secretaria: Elizabeth Valderrama López. 
Nota: Por ejecutoria del 5 de octubre de 2011, la Segunda Sala declaró inexistente la 
contradicción de tesis 366/2011 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio 
contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la 
denuncia respectiva. 
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FONDO DE AHORRO DE LOS JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL. CONFORME AL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES Y AL CONTRATO 
COLECTIVO DE TRABAJO CORRESPONDIENTE AL BIENIO 2007-2009, DICHA PRESTACIÓN NO 
SE ENTREGA LIBRE DE IMPUESTOS. 
 
   
El artículo 7 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones al remitirse a la cláusula 144 del 
contrato colectivo de trabajo celebrado entre el Instituto Mexicano del Seguro Social y sus 
trabajadores correspondiente al bienio 2007-2009, no contiene disposición alguna 
referente a que el fondo de ahorro deba remunerarse a los trabajadores jubilados y 
pensionados libre de impuestos. Lo anterior es así, porque la remisión expresa de la 
primera a la segunda de esas normas debe entenderse referida únicamente al número de 
días de sueldo tabular con que debe cubrirse el fondo de ahorro tanto para jubilados y 
pensionados como para trabajadores en activo, lo que se obtiene a partir de la 
integración de sus enunciados, de los que se advierte que el primero señala que 
anualmente, en el mes de julio, los jubilados y pensionados recibirán por concepto de 
fondo de ahorro el equivalente al número de días a que se refiere la cláusula 144 del 
citado pacto colectivo de trabajo, del monto mensual de la jubilación o pensión y será 
proporcional al tiempo que tenga como jubilado o pensionado, computado del 1o. de 
julio al 30 de junio del año siguiente; a lo que la segunda, en vía de complementación, 
señala que el instituto entregará a todos los trabajadores en la segunda quincena de julio 
de cada año, el equivalente a treinta y ocho días de sueldo tabular, por el concepto 
indicado, así como cinco días adicionales en relación con los meses del año que tienen 
más de treinta días, más dos días de sueldo tabular a partir de la vigencia del contrato. 
Empero, más allá de esa remisión, no se advierte que las partes contratantes hayan 
pactado alguna otra de manera expresa, pues la primera disposición ya se ocupa de los 
requisitos para ser acreedor a dicha prestación y de que éstos no rigen para los 
pensionados por riesgo de trabajo, en tanto que la segunda prevé que la cantidad que 
por este concepto se entregue a los trabajadores, entre los que no cita a los jubilados o 
pensionados, será libre de impuestos y proporcional al tiempo laborado computado del 
1o. de julio al 30 de junio del año siguiente. En ese tenor, se concluye que en tal caso 
debe estarse exclusivamente a lo pactado en el sentido de que la cantidad que por 
fondo de ahorro entrega el Instituto Mexicano del Seguro Social a sus jubilados o 
pensionados no es libre de impuestos, toda vez que tal prestación no deriva de la ley, sino 
que es de origen exclusivamente contractual. 
   
 
  TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. 
   
Amparo directo 1306/2010. Carlota Rodríguez Aguilar. 31 de agosto de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: Guillermo Esparza Alfaro. Secretaria: Karla Medina Armendáiz. 
Amparo directo 420/2011. Laura Mora López y otros. 13 de octubre de 2011. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Luis Torres Lagunas. Secretaria: Angélica Lucio Rosales. 
Amparo directo 656/2011. Lilian Arámbula Márquez. 11 de enero de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Luis Torres Lagunas. Secretaria: Ma. Isabel Rojas Letechipia. 



 
Amparo directo 1042/2011. Aurora Cepeda Gutiérrez y otros. 18 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Cabello González. Secretario: Marcelino Gerardo 
Sánchez Cháirez. 
Amparo directo 1055/2011. 18 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 
Esparza Alfaro. Secretaria: Karla Medina Armendáiz. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER Y RESOLVER LAS CONTROVERSIAS DE CARÁCTER 
ADMINISTRATIVO DERIVADAS DE LA APLICACIÓN DE LA LEY DEL SERVICIO PROFESIONAL DE 
CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL. CORRESPONDE AL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 
   
 
El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé la garantía 
de acceso a la justicia, conforme a la cual toda persona tiene derecho, dentro de los 
plazos y términos que fijen las leyes, a comparecer ante tribunales independientes e 
imparciales para que se le administre justicia de manera pronta, completa e imparcial y, 
en su caso, para que se ejecute la resolución correspondiente; en acatamiento a esta 
garantía y a fin de no obstaculizar el acceso a los tribunales o retrasar su función, se 
concluye que de conformidad con la fracción XV del artículo 14 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en su texto anterior a la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010, en relación 
con el artículo 80 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública 
Federal, corresponde al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocer y 
resolver las controversias de carácter administrativo derivadas de la aplicación de este 
último ordenamiento. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
   
Amparo directo 47/2009. Jorge García Martínez. 8 de febrero de 2010. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jacob Troncoso Ávila. Secretaria: Elizabeth Valderrama López. 
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CONVOCATORIA DE REMATE. PARA ADMITIR LA DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, ES INNECESARIO QUE SE ACREDITE FEHACIENTEMENTE SU EXISTENCIA, SI 
FUE PUBLICADA EN LA PÁGINA ELECTRÓNICA DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA. 
   
   
En términos del artículo 176 del Código Fiscal de la Federación, la difusión de la 
convocatoria de remate se da, entre otros lugares, en la página electrónica del Servicio 
de Administración Tributaria; en esa hipótesis, al ser una actuación que no se notifica 
personalmente, basta que se mencione que ha sido publicada en dicho medio, sin que 
sea necesario acreditar fehacientemente su existencia para admitir la demanda del juicio 
contencioso administrativo; ello sin perjuicio de que pueda decretarse el sobreseimiento 
en el juicio de no acreditarse tal hecho. 
   
 
  SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo directo 665/2011. 22 de febrero de 2012. Mayoría de votos. Disidente: F. Javier 
Mijangos Navarro. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Silvia Martínez Aldana. 
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CUMPLIMIENTO ESPONTÁNEO DE OBLIGACIONES FISCALES OMITIDAS. NO SE ACTUALIZA, 
PARA EFECTOS DEL BENEFICIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 73 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, SI EL INTERESADO CUMPLE UNA VEZ PRACTICADA LA NOTIFICACIÓN DE UN 
REQUERIMIENTO PARA VERIFICAR QUE LO HAYA HECHO, AUN CUANDO ALEGUE QUE ÉSTA 
TODAVÍA NO SURTÍA EFECTOS Y NO OBSTANTE QUE LA DILIGENCIA SE ENTIENDA CON UN 
TERCERO. 
   
   
Del artículo 73 del Código Fiscal de la Federación se advierte, entre otras cosas, la 
posibilidad en favor de los contribuyentes de que no les sean impuestas multas cuando 
cumplan espontáneamente sus obligaciones fiscales omitidas, siempre que no lo hagan 
después de notificada una orden de visita domiciliaria, requerimiento o cualquier otra 
gestión tendente a la comprobación del cumplimiento de aquéllas. En ese orden de 
ideas, si el interesado cumple con la obligación fiscal omitida una vez practicada la 
notificación de un requerimiento para verificar que lo haya hecho, aun cuando alegue 
que ésta todavía no surtía efectos, tal conducta no puede considerarse como un acto 
espontáneo que actualice el beneficio previsto en el señalado precepto, no obstante que 
la diligencia se entienda con un tercero, pues, por una parte, el aludido precepto no 
establece que deba surtir efectos la notificación para no sancionar al contribuyente 
omiso y, por otra, de las circunstancias descritas se concluye que el particular actuó como 
consecuencia del requerimiento. 
   
 
  TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
   
Amparo directo 306/2011. 16 de febrero de 2012. Unanimidad de votos, con voto 
aclaratorio del Magistrado José Manuel Mojica Hernández. Ponente: Elías H. Banda 
Aguilar. Secretario: Sergio Navarro Gutiérrez Hermosillo. 
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JUBILACIÓN. EL DERECHO PARA RECLAMAR SUS INCREMENTOS Y LAS DIFERENCIAS QUE DE 
ÉSTOS RESULTEN ES IMPRESCRIPTIBLE. 
   
 
Conforme a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el derecho 
para reclamar la pensión jubilatoria o su correcta fijación de la misma es imprescriptible, 
por tratarse de actos de tracto sucesivo que se producen día a día; en consecuencia, 
también es imprescriptible el derecho para reclamar los incrementos y las diferencias que 
resulten de éstos, prescribiendo, en su caso, únicamente las acciones para demandar el 
pago de los aumentos reclamados en las pensiones de jubilación de los meses anteriores 
en más de un año a la fecha de presentación de la demanda, en términos del artículo 
516 de la Ley Federal del Trabajo, que señala el plazo genérico de prescripción. 
   
 
  SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo directo  112/2012. José Cesáreo Hernández Pedrosa y/o Pedroza. 29 de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro Rivera. Secretaria: Claudia Gabriela Soto 
Calleja. 
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MARCAS. EL CONSENTIMIENTO OTORGADO POR SU TITULAR PARA PERMITIR SU USO EN EL 
COMERCIO NO IMPLICA AUTORIZACIÓN PARA EL REGISTRO DE UNA SIMILAR EN GRADO DE 
CONFUSIÓN A OTRA YA REGISTRADA. 
   
   
Los artículos 91, fracción II, de la Ley de la Propiedad Industrial, 1708 del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte (TLCAN) y 16 del Acuerdo sobre los Aspectos de los 
Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio establecen como 
excepción al impedimento de uso en el comercio de signos idénticos o similares para 
bienes o servicios que sean idénticos o similares a aquellos para los cuales se ha registrado 
una marca, el consentimiento otorgado por el titular. Sin embargo, éste no implica 
autorización para el registro de una marca similar en grado de confusión a otra ya 
registrada, por una parte, porque dicha posibilidad no está contemplada en la ley y, por 
otra, porque considerar lo contrario, se opondría a las disposiciones de orden público 
previstas en el ordenamiento inicialmente mencionado, que aseguran la protección de 
los derechos del público consumidor para que no incurra en error de percepción que lo 
lleve a atribuir a un producto o servicio, la calidad y características de un fabricante o 
prestador de servicios diverso; por ello, el consentimiento sólo es válido para entender 
autorizado el uso de una marca. 
   
 
  SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo directo 705/2011. Fives. 29 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Adela Domínguez Salazar. Secretaria: Martha Izalia Miranda Arbona. 
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PENSIÓN CON CARGO AL ERARIO FEDERAL O AL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. ES SUFICIENTE QUE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA AFECTE DE MANERA DIRECTA SU MONTO, PARA QUE SE ACTUALICE EL 
SUPUESTO DE PROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 14, FRACCIÓN VI, DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 
   
   
El citado dispositivo establece: "Artículo 14. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones 
definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican a continuación: ... VI. Las 
que se dicten en materia de pensiones civiles, sean con cargo al erario federal o al 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.". Por ende, es 
suficiente que la resolución impugnada afecte de manera directa el monto de una 
pensión que esté recibiendo el pensionista con cargo al erario federal o al Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para que se actualice el 
supuesto de procedencia del juicio contencioso administrativo previsto en dicha hipótesis, 
sin que sea necesario que la resolución se dicte (o se actualice en negativa ficta), con 
motivo de alguna solicitud directa de incremento o modificación a la mencionada 
pensión, porque tal interpretación sería restrictiva y/o rigorista, en demérito del espíritu que 
orienta a la garantía de acceso a una administración de justicia pronta, completa e 
imparcial, que a favor de los particulares tutela el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo directo 511/2011. Fernando Varela Morales. 26 de enero de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jorge Carreón Hurtado. Secretario: Ernesto Fernández Rodríguez. 
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 20 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE PREVÉ 
EL SISTEMA PARA DAR A CONOCER LAS ACTUACIONES ORIGINADAS CON MOTIVO DE UNA 
SOLICITUD, ESCRITO O COMUNICACIÓN QUE PRESENTEN VARIOS INTERESADOS, NO VIOLA 
LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. 
   
   
El artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contiene la 
garantía de audiencia referida al debido proceso legal que deben seguir las autoridades 
antes de realizar un acto privativo que afecte a los gobernados. En ese sentido, el artículo 
20 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, que prevé la posibilidad de dar a 
conocer las actuaciones originadas con motivo de una solicitud, escrito o comunicación 
que presenten varios interesados en el procedimiento, no viola la indicada garantía 
constitucional, pues establece con quién debe entenderse la notificación de las 
actuaciones que den lugar a dichos ocursos, esto es, si no se designa representante 
común o a un interesado en particular para esos efectos, entonces debe realizarse con el 
nombrado en primer término, con lo que la autoridad queda en aptitud de hacer la 
diligencia y cumplir con las formalidades esenciales del procedimiento antes del acto 
privativo, lo que permite a los interesados efectuar una adecuada defensa. 
   
   
   
Amparo en revisión 780/2011. Francisco Contreras Meza. 1o. de febrero de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana Elena Torres Garibay. 
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PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR. EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN XII, EN RELACIÓN 
CON EL 4, FRACCIÓN XIII, AMBOS DE SU REGLAMENTO, AL OTORGAR FACULTADES 
SANCIONATORIAS AL DIRECTOR GENERAL DE VERIFICACIÓN Y VIGILANCIA, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 
   
   
La Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de su Segunda Sala, al emitir la 
jurisprudencia 2a./J. 68/97, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo VII, enero de 1998, página 390, de rubro: "REGLAMENTOS. 
LA FACULTAD DE EXPEDIRLOS INCLUYE LA DE CREAR AUTORIDADES Y DETERMINAR SU 
COMPETENCIA.", estableció que de conformidad con la fracción I del artículo 89 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el presidente de la República 
posee, entre otras facultades, la de proveer en la esfera administrativa a la exacta 
observancia de las leyes y, que dentro de dicha potestad está la de crear órganos de 
autoridad para que ejerzan las atribuciones asignadas por la ley de la materia, así como 
determinar las dependencias internas, concediéndoles atribuciones jurídicas para que 
ejerciten las atribuciones concedidas. Consecuentemente, el artículo 17, fracción XII, en 
relación con el 4, fracción XIII, ambos del Reglamento de la Procuraduría Federal del 
Consumidor, al otorgar al director general de Verificación y Vigilancia atribuciones para 
imponer sanciones, no viola el principio de subordinación jerárquica, no obstante que la 
Ley Federal de Protección al Consumidor en su artículo 27, fracciones VII y VIII, conceda al 
titular de dicha institución la atribución de establecer los criterios para la imposición de 
sanciones que determina la ley, así como para dejarlas sin efecto, reducirlas, modificarlas 
o conmutarlas, permitiéndole delegar facultades en servidores públicos subalternos, 
mediante acuerdos que se publicarán en el Diario Oficial de la Federación, ya que ello 
sólo significa que ambos órganos administrativos tienen tales facultades, pues dicha 
disposición reglamentaria no va más allá de la ley ni se opone a su contenido, sino que 
simplemente asigna competencia de una atribución que coadyuva en la eficaz 
distribución de facultades útiles para cumplir los fines que la ley establece, de 
conformidad con el artículo 22 de la mencionada ley. 
   
 
  SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo directo 651/2011. Noel González Pérez. 29 de febrero de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia, en términos de lo previsto en el numeral 11, capítulo primero, título cuarto, 
del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de marzo de dos mil tres, relativo a 
las reglas para la elaboración, envío y publicación de las tesis que emiten los órganos del 
Poder Judicial de la Federación, y para la verificación de la existencia y aplicabilidad de 
la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN XV, INCISO A), DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 7 
DE DICIEMBRE DE 2009, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
   
 
El citado precepto, al otorgar la exención en el pago del impuesto sobre la renta en 
función de que en un plazo de 5 años previos a la enajenación de una casa habitación el 
sujeto no enajenara otra y, en caso de hacerlo, no obtuviera la exención por ella; a 
diferencia de quienes la hubieren enajenado dentro de ese periodo y accedieran a la 
exención, en cuyo caso no podrán beneficiarse nuevamente hasta pasado el mismo 
plazo, no transgrede el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que la 
diferenciación es constitucionalmente válida. Lo anterior es así, porque la finalidad de la 
exención por la enajenación de una casa habitación es evitar que un gravamen -en el 
caso del impuesto sobre la renta-, afecte la capacidad del sujeto para adquirir otra casa 
habitación mejorada, y que a su vez incremente sus condiciones de vida; dicha finalidad 
se relaciona con la obligación del Estado de crear instrumentos con base en los cuales se 
permita proporcionar al gobernado un mínimo existencial en lo referente al derecho 
social previsto en el artículo 4o. constitucional -el de acceso a la vivienda digna y 
decorosa-, de suerte que resulta constitucionalmente válido, en tanto que constituye un 
instrumento de apoyo relacionado con los derechos económicos, sociales y culturales 
previstos en la Constitución y que el Estado debe proteger, aunado a que el requisito 
establecido en el artículo 109, fracción XV, inciso a), de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
reformado mediante el decreto citado resulta razonable, pues constituye un referente 
que reduce el campo de aplicación de la exención mediante el factor tiempo que, por 
su naturaleza, se relaciona con casas habitación y no con la enajenación de cualquier 
bien inmueble con otro uso. Así se justifica el trato diferenciado por la norma al establecer 
el requisito de tiempo, ya que el límite determina el otorgamiento de la exención, y evita 
que sujetos que no realizan la operación objeto del fin constitucionalmente válido 
incrementen su riqueza en perjuicio del gasto público. 
   
 
   
   
Amparo en revisión 1/2012. Juan Pablo Guerrero Amparán. 21 de marzo de 2012. Cinco 
votos; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con salvedad. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Paola Yaber Coronado. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN XV, INCISO A), DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 7 
DE DICIEMBRE DE 2009, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 
   
   
El citado precepto, al establecer como condición para hacer efectiva la exención sobre 
la ganancia derivada de la enajenación de una casa habitación, que en un plazo de 5 
años el enajenante no hubiere obtenido ese privilegio fiscal por la enajenación de otra, 
cuando la legislación anterior a la entrada en vigor del indicado decreto preveía que se 
podría obtener tal beneficio siempre y cuando no lo hubiere utilizado en el mismo 
ejercicio, no transgrede el principio de irretroactividad de la ley contenido en el artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que al establecer una 
condición distinta para su obtención en la ganancia derivada de la enajenación de casa 
habitación no desconoce las consecuencias jurídicas generadas al amparo de la 
legislación anterior, esto es, la liberación del pago del impuesto sobre la renta ocurrido 
conforme a la norma anterior, sino que regula una nueva condición aplicable a las 
ganancias obtenidas por enajenación de una casa habitación ocurridas con 
posterioridad a la norma, aunado a que no debe sostenerse que se trata de un derecho 
adquirido por el enajenante -que obtuvo el beneficio fiscal en cuestión en términos de la 
legislación anterior-, el que se le exente bajo las mismas condiciones del pago del 
impuesto por las ganancias derivadas de enajenaciones que realice con posterioridad a 
la vigencia de esa norma, ya que obtener una exención bajo la legislación anterior no 
significa que la condición que en dicho numeral se estableció deba regir futuras 
enajenaciones, pues para éstas resultará aplicable la norma vigente al momento en que 
realice la operación y se obtenga la ganancia, pues en materia del establecimiento de 
requisitos para la procedencia de la exención por la enajenación de una casa habitación 
no opera la teoría de los derechos adquiridos, ya que el legislador está facultado para 
modificar los requisitos y las condiciones para limitarla, y con ello enfocar el supuesto de la 
norma hacia la finalidad por la que fue creada. 
   
 
   
   
Amparo en revisión 1/2012. Juan Pablo Guerrero Amparán. 21 de marzo de 2012. Cinco 
votos; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con salvedad. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Paola Yaber Coronado. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN XV, INCISO A), DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 7 
DE DICIEMBRE DE 2009, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
   
   
El citado precepto, al establecer que no se pagará impuesto sobre la renta por la 
ganancia derivada de la enajenación de una casa habitación, cuando el enajenante no 
hubiere obtenido la exención por la enajenación de otra en un plazo de 5 años -
condición para hacer efectiva la exención-, no transgrede el principio de 
proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que las exenciones en general permiten al 
legislador establecer criterios de justicia social y satisfacer otras finalidades tuteladas en la 
Constitución o derivadas de situaciones de índole económico, político y social, que aun 
cuando merman la recaudación de recursos para el sostenimiento del gasto público, 
encuentran su razón en elementos que superan el objetivo recaudatorio. Así, la 
procedencia de la referida exención no necesariamente tiene que guardar una 
determinada relación con el supuesto de causación del impuesto de cuyo pago se está 
liberando o con la capacidad contributiva del causante; de ahí que el legislador, al 
establecer los parámetros o límites para aplicar la exención -como en el caso establecido 
en el artículo 109, fracción XV, inciso a), de la Ley del Impuesto sobre la Renta, reformado 
mediante el decreto citado, lo hace en función de un fin extrafiscal, y no para regular un 
supuesto de causación del impuesto. 
   
 
   
   
Amparo en revisión 1/2012. Juan Pablo Guerrero Amparán. 21 de marzo de 2012. Cinco 
votos; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con salvedad. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Paola Yaber Coronado. 
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SILENCIO CONTRACTUAL. SU SIGNIFICADO Y ALCANCE. 
 
   
La aceptación contractual ordinariamente viene configurada por una declaración 
expresa de conformidad con los términos planteados en la propuesta respectiva; sin 
embargo, en ocasiones el aceptante no exterioriza su voluntad de modo explícito, sino 
que ésta se deduce de su conducta (facta concludentia; facta ex quibus voluntas 
concludi potest); en esta hipótesis, se está frente al denominado consentimiento tácito, 
donde se aprecia una conducta que no es por sí misma significativa de una declaración 
de voluntad, a diferencia de lo que sucede con las conductas expresivas. En el caso de la 
aceptación tácita, de la conducta observada por el destinatario de la oferta contractual 
debe inferirse la voluntad de aceptarla (indicium voluntatis), por ser aquélla incompatible 
con la voluntad contraria. Esta manifestación indirecta de la voluntad de aceptar se 
realiza a través de actos que, por sí mismos, no expresan dicha voluntad y, en ocasiones, 
son equívocos. Por ello, frecuentemente hay que recurrir a otros datos para poder 
determinar si existe o no aceptación tácita. En cuanto al silencio como aceptación de los 
términos contractuales, cabe señalar que supone una conducta completamente 
inactiva, es decir, que la persona no manifiesta su voluntad, ni expresa, ni tácitamente, 
pues el sujeto no tiene ningún comportamiento que pueda descubrir una exteriorización 
de su voluntad. Ahora bien, para el análisis del valor del silencio como manifestación del 
consentimiento ha de partirse de un concepto restrictivo de aquél, como inactividad del 
sujeto. En ese sentido, en principio, el comportamiento silencioso no produce, por sí 
mismo, efecto jurídico positivo alguno, por lo que la inactividad de quien ha recibido la 
propuesta no puede, por sí sola, constituir una manifestación de voluntad de aceptación, 
ya que el silencio es una simple abstención de hacer o decir y, desde el punto de vista 
objetivo, carece de significado positivo. Si se sostuviera que quien calla consiente, se 
provocaría una situación de claro perjuicio para quien recibe una oferta, ya que estaría 
obligado a contestar para no verse vinculado contractualmente, y consentir una 
intromisión de este tipo en la esfera jurídica de las personas, provocaría que éstas se vieran 
en la obligación permanente de contestar todas las ofertas recibidas. En ese orden de 
ideas, se concluye que sólo la norma legal o la voluntad previamente expresada de las 
partes pueden determinar que la inactividad de quien recibió la oferta deba considerarse 
como aceptación. Así, cuando las partes han convenido previamente que el silencio de 
quien recibe la oferta es equivalente a una declaración de aceptación, la observancia 
de tal silencio constituirá una declaración expresa de voluntad, y lo mismo sucede 
cuando es la propia ley la que atribuye un significado concreto al silencio, supuesto en el 
que se estaría frente a una manifestación de la voluntad legalmente tipificada, en cuanto 
se concede al silencio una eficacia similar a la de la aceptación. 
   
 
  OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo directo 75/2012. Ingenieros Civiles Asociados, S.A. de C.V. 18 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: María Teresa Lobo 
Sáenz. 


